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Resumen

	 El presente documento aborda la evolución de las normas, planes y estrategias que Chile ha desarrollado en 
materia de cambio climático, en el marco de sus compromisos ambientales internacionales. Para ello, se examinan 
los actores involucrados en este proceso, considerando su posición dentro de la estructura estatal, así como los dis-
tintos instrumentos y planes desarrollados para implementar medidas de adaptación al cambio climático. Lo anterior 
permite dar cuenta del desarrollo normativo e institucional de la acción climática en Chile. A su vez, se analizan las 
medidas orientadas a promover una transición socioecológica justa, utilizando como caso de estudio la comuna de 
Huasco y la implementación del PRAS-Huasco (Programa de Recuperación Ambiental y Social). Lo que permite ob-
servar cómo, a pesar de los avances experimentados en materia normativa y de política ambiental, persisten desafíos 
en la implementación efectiva de estas medidas a nivel territorial.

Introducción 

	 En las últimas décadas, el cambio climático se 
ha consolidado como uno de los principales desafíos 
para las políticas públicas a nivel global, impulsando a 
los Estados a desarrollar instrumentos orientados tan-
to a la adaptación frente a sus impactos como a la in-
corporación de enfoques de transición socioecológica 
(Magrin, 2015). En el caso de Chile, esto ha sido pro-
gresivamente incorporado en la agenda pública me-
diante el desarrollo de políticas, planes e instrumentos 
orientados a enfrentar los desafíos climáticos, en gran 
medida enmarcados por los compromisos internacio-
nales asumidos por el país.

	 No obstante, la imagen de solidez institucional 
se contrasta con la persistencia de la conflictividad so-
cioambiental y la presencia de “zonas de sacrificio” en 
distintos territorios (Maillet & Carrasco, 2019), eviden-
ciándose dificultades en la implementación y articulaci-
ón de las políticas climáticas, particularmente en la for-
ma en que se coordinan e integran los distintos niveles 
de gobierno y los actores involucrados (Sapiains, 2025). 
En consecuencia, los programas se estancan o no se 
desarrollan de la manera en que fueron diseñados. 

	 Para evidenciar lo anterior, el presente informe 
aborda cómo estos enfoques —de adaptación al cam-
bio climático y transición socioecológica justa— se 
proyectan desde el diseño hasta su implementación en 
el territorio. Para ello, se revisa la institucionalidad am-
biental en Chile, los principales planes de adaptación, 
los actores involucrados y los instrumentos asociados 

a la transición socioecológica, entre otros elementos, 
para luego analizarlos en un caso de estudio: el Progra-
ma para la Recuperación Ambiental y Social (PRAS) 
en la comuna de Huasco, Región de Atacama.

	 Este caso resulta relevante debido a las limita-
ciones observadas en la capacidad del programa para 
incidir en cambios estructurales en la toma de decisio-
nes. Asimismo, el análisis de Huasco permite diversifi-
car y enriquecer los estudios sobre zonas de sacrificio 
al incorporar una perspectiva centrada en el desarrollo 
de la institucionalidad climática y en los desafíos aso-
ciados a su implementación territorial.

	 Pese a su elaboración y al reconocimiento del 
territorio como zona de sacrificio en el marco del Plan 
de Descarbonización, el PRAS ha operado principal-
mente como un instrumento de     carácter consulti-
vo, sin efectos vinculantes. El objetivo del análisis es 
comprender cómo estos marcos de acción se definen 
y se traducen en la práctica, identificando sus puntos 
de convergencia y tensión, lo que, a su vez, permitirá 
vislumbrar si logran articularse al momento de su im-
plementación, o si, por el contrario, persisten brechas 
significativas entre ambos diseños.

	 Para la elaboración de este trabajo, se optó por 
una metodología cualitativa basada en la consulta de 
fuentes primarias. En este marco, se realizaron 15 entre-
vistas semiestructuradas, cuya selección se efectuó me-
diante un muestreo intencional, orientado a incorporar 
diversidad de posiciones y experiencias. Los perfiles de 
interés se concentraron en autoridades locales (alcaldes 
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y concejales de Huasco); funcionarios y profesionales 
con vínculo directo con el PRAS-Huasco (municipio, 
Ministerio de Medio Ambiente y consultoras asocia-
das); dirigentes y activistas socioambientales del terri-
torio (organizaciones comunitarias, sindicatos y articu-
laciones territoriales); y personas con trayectoria en la 
investigación o el acompañamiento técnico del caso de 
Huasco. La selección de estos perfiles se justifica por la 
conformación multisectorial del CRAS, por lo que re-
sultó relevante incorporar las distintas perspectivas de 
los actores que han participado en esta instancia y que 
poseen experiencia directa o conocimiento del proceso 
de implementación del PRAS-Huasco.

	 Del mismo modo, se revisaron fuentes secun-
darias, específicamente artículos académicos, informes 
institucionales y prensa. Asimismo, se analizaron actas 
del Consejo para la Recuperación Ambiental y Social 
de Huasco (CRAS) correspondientes al período 2015–
2019, obtenidas mediante la Ley de Transparencia. 
También se consideró la revisión del documento base 
del PRAS – HUASCO (MMA, 2017), el reglamento 
del CRAS, las fichas de objetivos y medidas, y la infor-
mación de Acciones Huasco y Seguimiento PRAS.

	 Dicho esto, el informe se presenta de la si-
guiente manera: en primer lugar, se hace una breve 
descripción del contexto chileno; en segundo lugar, se 
señalan los principales actores (tanto estatales como 
no estatales) que se han involucrado en la acción cli-
mática. Como tercer punto, se describen las políticas 
de adaptación al cambio climático y la transición so-
cioecológica justa; posteriormente, se presenta el caso 
de estudio mencionado y, finalmente, se desarrollan las 
conclusiones y recomendaciones del informe.

1.	 Contexto nacional de la agenda climáti-
ca: Chile frente al cambio climático

	 Dada su vulnerabilidad frente a los impactos 
del cambio climático, Chile ha sostenido una discusión 
prolongada en torno a la adaptación climática, tanto 
en el ámbito académico (Biskupovic & Carmona, 2025; 
Kellner et al., 2024; Madariaga et al., 2025; Ocampo 
Melgar & Urquiza Gómez, 2024; Pham & Saner, 2021) 
como en la agenda pública. Esta preocupación se debe 

a los diversos fenómenos que afectan al país, tales 
como la disminución sostenida de las precipitaciones, 
el aumento de las temperaturas y el retroceso acelera-
do de los glaciares (CR2, 2015; Rojas et al., 2019), los 
cuales generan riesgos significativos para la población, 
los ecosistemas y distintos sectores productivos, impul-
sando así el desarrollo de acciones y políticas orienta-
das a la adaptación.

	 Es por ello que, desde hace más de dos dé-
cadas, Chile ha tenido presencia en las discusiones 
internacionales sobre cambio climático, participando 
en diversas instancias que han orientado la construc-
ción de su marco de políticas ambientales (Madariaga, 
2018). La ratificación de la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático en 1994 
posicionó este fenómeno como un tema emergente 
en la agenda nacional (Ministerio del Medio Ambien-
te, 2019; Moraga & Araya, 2016). Posteriormente, la 
suscripción del Acuerdo de París en 2015 y su parti-
cipación en la actualización de su Contribución De-
terminada a Nivel Nacional (NDC) [1] reforzaron el 
compromiso del país con la gobernanza climática y 
ambiental (Madariaga et al., 2025).

	 De esta manera, se han desarrollado diversos 
instrumentos orientados a articular acciones de miti-
gación y adaptación, entre ellos, la Estrategia Nacio-
nal de Cambio Climático, los Planes de Acción Na-
cional de Cambio Climático (PANCC), que incluyen 
el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático 
(PNACC) y los Planes Sectoriales de Adaptación al 
Cambio Climático. 

	 A su vez, la política ambiental se ha robusteci-
do por la promulgación en el año 2022 de la Ley Mar-
co de Cambio Climático (Ley N.º 21.455), establecien-
do un marco jurídico para orientar la acción climática 
del país en el largo plazo. Dicha ley fija como meta 
alcanzar la carbono-neutralidad a más tardar en 2050 
y fortalecer las capacidades de adaptación mediante la 
reducción de la vulnerabilidad y el aumento de la resi-
liencia, destacando entre sus instrumentos los Planes 
de Acción Comunal de Cambio Climático (PACCC) 
y Planes de Acción Regional de Cambio Climático 
(PARCC) (Biblioteca Nacional del Congreso, 2022).
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	 Por otro lado, parte de las discusiones sobre 
adaptación climática se centra en la priorización de 
ciertos sectores. En este contexto, se ha identifica-
do que los sectores de energía (combustibles fósiles), 
agricultura (ganadería y uso de fertilizantes), procesos 
industriales y uso de productos (IPPU), así como el 
uso de la tierra y la silvicultura, han sido los princi-
pales emisores de gases de efecto invernadero (GEI) 
(Ministerio de Medio Ambiente, 2024b). La Figura 1, 
gráfica la evolución que ha tenido cada sector desde 
1990 hasta 2022.

	 Como se observa en el gráfico, el sector de la 
energía representó un 76 % de las emisiones, seguido 
por el sector de la agricultura (8 %), el sector de los re-
siduos (8 %) y, finalmente, el sector de la IPPU (7 %). 
Esto muestra que, tanto en el balance de GEI como 
en las emisiones totales, el sector energía concentra la 
mayor proporción de las emisiones del país (SNIChi-
le, 2024). Esta situación se explica principalmente por 
la quema de combustibles fósiles, particularmente por 
su uso en la generación eléctrica y el transporte ter-
restre, además del consumo energético de los hogares 
y de distintas actividades industriales, entre ellas los 

Figura 1: Emisiones de GEI totales (kt CO2 eq ) por sector, serie 1990-2022:

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Sistema Nacional de Inventarios de Gases de Efecto Invernadero 
(SNIChile)

sectores manufactureros y de la construcción (García, 
2016; Fundación Terram, 2022; SNIChile, 2024).

	 Lo anterior ha orientado a diseñar e imple-
mentar distintos instrumentos para disminuir el im-
pacto que esto puede generar en el medio ambiente, 
así como a plantear directrices con el fin de mitigar 
sus efectos y adaptar los distintos sectores al cambio 
climático. De este modo, se han elaborado Planes Sec-
toriales de Adaptación (PSA), siendo los ministerios 
—en función de los sectores productivos a los que 
están asociados— los encargados de su diseño y, por 
medio de las SEREMIs, de su implementación y se-
guimiento. A su vez, los gobiernos subnacionales [2] 
emergen como actores clave en este proceso, en la me-
dida en que, mediante el diseño e implementación de 
los Planes de Acción Regional (PARCC) y Comunal 
(PACCC) (Maillet et al., 2025), contribuyen a articular 
los planes sectoriales con las particularidades territo-
riales y a fortalecer su anclaje en la realidad local.

	 En paralelo a este entramado institucional, a ni-
vel de opinión pública, existe un amplio reconocimien-
to de que el cambio climático es un problema que re-
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quiere atención urgente. De acuerdo con la “Encuesta 
sobre Percepción Social y Cambio Climático en Chile” 
del PNUD 2024, se indica que el 91% de la población 
se declara interesada o muy interesada en el fenómeno 
y un 94% afirma que sus efectos ya son evidentes. 

	 Complementariamente, según los resultados 
de la Encuesta PAÍS, el 82% de las personas considera 
que el cambio climático ya está ocurriendo, siendo la 
población más joven la más consciente del problema 
(Duque & Orsini, 2026, DESUC, 2026). Asimismo, el 
69% proyecta impactos negativos en la calidad de vida 
(DESUC, 2025). Sin embargo, pese a esta alta preocu-
pación, suele quedar relegado frente a otras prioridades 
ciudadanas, como la delincuencia o el funcionamiento 
del sistema político (Ministerio de Medio Ambiente & 
PNUD, 2025).

	 Con este escenario, se puede decir que Chile ha 
avanzado en la construcción de una institucionalidad 
climática, además de que existe un alto nivel de reco-
nocimiento ciudadano respecto de la urgencia del pro-
blema, pero persisten desafíos en la forma en que estos 
elementos se traducen a nivel territorial. A ello se suma 
la falta de coordinación entre el nivel central y los terri-
torios, junto con la interacción entre múltiples actores 
que inciden en su diseño, implementación y disputa. 
Tanto los avances como las limitaciones de las políticas 
de adaptación y transición socioecológica dependen de 
la articulación entre actores públicos, privados y socia-
les, cuyas posiciones, intereses y capacidades difieren.

	 En este contexto, se plantea como hipótesis 
que un avance normativo no implica necesariamente 
una mayor efectividad en su implementación, en la 
medida en que esta última depende de la capacidad de 
los distintos actores, no solo para tomar dichos marcos 
e implementarlos en el territorio, sino también de su 
capacidad decisional en dicho proceso.

	 En este sentido, resulta clave analizar el rol que 
desempeñan estos actores en la acción climática en 
Chile, considerando tanto a quienes impulsan medidas 
de adaptación y transición como a aquellos que obsta-
culizan o ralentizan su avance.

2.	 Actores, intereses y disputas en la agenda 
climática

	 Para la ejecución de las políticas climáticas in-
terviene una multiplicidad de actores distribuidos en 
distintos niveles de gobernanza, responsables tanto 
del diseño como de la implementación de planes de 
adaptación y acción frente al cambio climático. Desde 
una perspectiva de gobernanza, la relevancia de estos 
actores radica en que no solo ejecutan directrices, sino 
que también inciden en la definición de prioridades, en 
la asignación de recursos y en la coordinación interins-
titucional, configurando así los resultados de la política 
pública (Zurbriggen, 2011).

	 En el caso de Chile, si bien se observa la par-
ticipación de actores diversos, es posible identificar lo 
que Kern & Mol (2013) conceptualizan como gober-
nanza jerárquica, caracterizada por la implementación 
de políticas climáticas locales basadas en directrices 
nacionales e internacionales. Este enfoque responde 
a una lógica top-down, en la cual las políticas son di-
señadas y coordinadas principalmente desde el nivel 
central, en coherencia con los compromisos asumi-
dos en el ámbito internacional (Valladares Maldonado, 
2025). A su vez, se delimitan los roles y márgenes de 
acción de cada nivel de gobierno, junto con las formas 
de vinculación con la academia y la ciudadanía. A con-
tinuación, se detallan los diversos actores, tanto inter-
nacionales como como nacionales y no estatales, que 
han contribuido a darle forma a la política ambiental:

2.1 Organismos internacionales y fondos de fi-
nanciamiento 
	 En el caso de los actores internacionales, estos 
establecen marcos normativos, compromisos y meca-
nismos de financiamiento que inciden en el diseño de 
las políticas nacionales. En este contexto, la participa-
ción de Chile en la Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático constituye el prin-
cipal marco de referencia para su acción climática, a 
partir del cual se articulan otros compromisos interna-
cionales. Entre ellos, destacan la suscripción al Proto-
colo de Kioto (2003) y al Acuerdo de París (2015), así 
como su participación en la elaboración de informes 
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del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático 
(IPCC) (Ministerio de Medio Ambiente, s.f.).

	 De manera complementaria, se ha adheri-
do a otros acuerdos ambientales relevantes, como el 
Acuerdo de Escazú (2022), así como a instrumentos 
internacionales previos, entre los que se encuentran el 
Convenio de Viena y el Protocolo de Montreal (1990), 
la Convención RAMSAR sobre humedales de impor-
tancia internacional (1981), el Convenio sobre la Di-
versidad Biológica (CDB) (1994) y el Convenio para 
la Protección de la Flora, Fauna y Belleza Escénica de 
América (1967), entre otros.

	 En cuanto a los mecanismos de financiamien-
to, se encuentra el Fondo Verde para el Clima, uno de 
los principales instrumentos a nivel global. Este fondo 
tiene como objetivo apoyar a los países en el esfuer-
zo por mantener el aumento de la temperatura media 
mundial por debajo de los 2°C respecto de los niveles 
preindustriales, reconociendo que ello permitiría redu-
cir significativamente los riesgos y efectos del cambio 
climático. Para avanzar en esta meta, el Fondo Verde 
financia proyectos y programas tanto de mitigación 
como de adaptación, impulsados por actores del sec-
tor público y privado (Ministerio de Hacienda, s. f.) . 

	 Otra fuente de financiamiento internacional 
es a través del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), que impulsó la Plataforma de Financiamiento 
Verde de América Latina y el Caribe en 2016. El ob-
jetivo de esta plataforma es promover la inversión en 
proyectos sostenibles y reducir las barreras de acce-
so al financiamiento verde en la región. Asimismo, en 
2021 se lanzó la Plataforma de Transparencia de Bo-
nos Verdes (GBTP, por sus siglas en inglés), una her-
ramienta digital orientada a fortalecer la transparencia 
en el mercado de bonos verdes en América Latina y el 
Caribe (Gelerstein, 2023).

	 A pesar de que estos mecanismos han permiti-
do avanzar en la disponibilidad de recursos, su imple-
mentación depende de la configuración institucional 
y de las capacidades del aparato estatal (Pinto Pimen-

tel, 2018). En el caso de Chile, se encuentra la Mesa 
Público-Privada de Finanzas Verdes, impulsada por el 
Ministerio de Hacienda, que reúne a actores del sec-
tor público, reguladores financieros y representantes 
del sector privado (Gelerstein, 2023), configurándose 
como un espacio de articulación orientado a la identi-
ficación de riesgos financieros asociados al cambio cli-
mático y a la promoción de instrumentos financieros 
sostenibles. No obstante, pese a esta instancia, aún no 
existe un marco legal integral que regule las finanzas 
verdes en el país (Gelerstein, 2023).

2.2. Estructura estatal de la política climática en 
Chile
	 En Chile, al predominar una gobernanza de 
carácter jerárquico, el órgano rector a nivel estatal es 
el Ministerio del Medio Ambiente, encargado de de-
finir los lineamientos de acción en materia climática 
a través de la Oficina de Cambio Climático (OCC), 
que constituye el principal organismo responsable de 
proponer, coordinar y articular políticas, planes y pro-
gramas asociados al cambio climático (Ministerio del 
Medio Ambiente, 2019; Valladares Maldonado, 2025).

	 A nivel subnacional, se encuentran las Secre-
tarías Regionales Ministeriales (SEREMIs), las cuales 
cumplen un rol de articulación entre el nivel central 
y los territorios, trabajando en conjunto con los go-
biernos regionales y locales. En este marco, les cor-
responde la implementación de los planes sectoriales, 
actuando como un punto de conexión entre los orga-
nismos encargados de su gestión y su materialización 
en el territorio (Ministerio de Medio Ambiente, 2014). 

	 Asimismo, los Comités Regionales de Cambio 
Climático (CORECC) operan como instancias de co-
ordinación, donde las SEREMIs se articulan con au-
toridades regionales y locales para promover y facilitar 
la elaboración de planes e instrumentos de mitigación 
y adaptación al cambio climático (Ministerio de Medio 
Ambiente, s.f.). [3]

	 En este marco, las SEREMIs sectoriales asu-
men un papel en la coherencia de la política climática, 
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en la medida en que contribuyen a vincular los linea-
mientos nacionales con los planes regionales (PARCC) 
y comunales (PACCC), los cuales orientan la toma de 
decisiones y funcionan como una hoja de ruta para 
enfrentar los impactos del cambio climático en los 
territorios (Toranzos Tovarías & Delgado Altamirano, 
2023). La Figura 2 muestra la estructura institucional 
de la gobernanza climática.

	 En este sentido, los gobiernos subnacionales, 
tanto regionales como locales, desempeñan un papel 
relevante en los esfuerzos de mitigación y adaptación 
al cambio climático, debido a las competencias y capa-
cidades que poseen en áreas estrechamente vinculadas 
con la acción climática, como el manejo de residuos 
sólidos, el uso del suelo y la planificación territorial 
(Ministerio de Hacienda & PNUD, 2025).

	 En materia de adaptación, la participación de 

Figura 2: Estructura institucional de la gobernanza climática en Chile

Fuente: Elaboración propia a partir del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático y Ley Marco de Cambio Climático

los gobiernos subnacionales resulta especialmente re-
levante, dado que muchas de sus competencias se re-
lacionan directamente con la gestión de los riesgos y 
vulnerabilidades asociados al cambio climático. Entre 
ellas se encuentran la respuesta ante desastres, la gesti-
ón de recursos hídricos, la planificación urbana y terri-
torial, así como la ejecución de programas e iniciativas 
de inversión orientadas a fortalecer las capacidades de 
adaptación (Martínez-Vázquez, 2021; Almeida, Egui-
no, Gómez Reino, & Radics, 2022 citados en Ministe-
rio de Hacienda & PNUD, 2025).

	 De acuerdo con el Ministerio de Hacienda y el 
PNUD (2025), el primer piloto de medición del gasto 
climático subnacional, realizado en 2025, reveló que el 
gasto climático de seis Gobiernos Regionales repre-
sentó un 7,4 % de su inversión regional ejecutada entre 
2022 y 2023, distribuyéndose, en promedio, en un 47,7 
% destinado a adaptación y un 42,2 % a mitigación.
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	 Lo que revela, un rol mitigador sumamente 
activo, reflejado en un balance casi equivalente en-
tre adaptación (48%) y mitigación (42%) a través de 
proyectos locales de eficiencia energética y reciclaje; 
que la acción climática está integrada de forma trans-
versal en el presupuesto habitual, ya que el 87% del 
financiamiento corresponde a gasto indirecto o “se-
cundario”; y  la existencia de un “punto ciego” en la 
contabilidad central, pues el rastreo local capturó un 
8% más de recursos que los registros tradicionales de 
DIPRES

	 Sin embargo, pese a la relevancia de esta co-
ordinación intersectorial para articular las distintas 
escalas de acción, en la práctica se observan diversas 
dificultades que pueden limitar la implementación y 
el seguimiento de estos planes. En particular, se evi-
dencia una desarticulación entre la realidad local y las 
acciones definidas desde el nivel central, traduciéndose 
en brechas para la implementación de políticas a esca-
la territorial (Cariaga, 2022). Ante esto, se han creado 
instancias de asociatividad entre los gobiernos locales, 
un ejemplo de ello es la Red Chilena de Municipios 
ante el Cambio Climático, que facilita el intercambio 
de experiencias, el fortalecimiento de capacidades y la 
coordinación de acciones a escala local (Cariaga, 2022). 

	 A este esfuerzo se suma el Grupo de Acción 
para el Financiamiento Climático Comunal y Regional 
(GAFICCOR), una instancia clave de encuentro para 
actores regionales y locales que sirvió de plataforma 
para convocar y coordinar a los Gobiernos Regiona-
les en el ejercicio de medición de gasto (Ministerio de 
Hacienda & PNUD, 2025). A su vez, persisten otras 
dificultades asociadas a una institucionalidad ambien-
tal marcada por la tensión entre los objetivos de pro-
tección ambiental y aquellos vinculados al crecimiento 
económico (Maillet & Carrasco, 2019). 

2.3. Actores no estatales en la política climática
	 Respecto de los actores no estatales, los movi-
mientos sociales, los centros de estudios y los actores 
empresariales han adquirido un papel cada vez más 
relevante. Si bien históricamente el ambientalismo chi-
leno tenía una influencia limitada, en la última década 

los movimientos socioambientales han fortalecido no-
tablemente su capacidad de incidencia en los procesos 
políticos (Schaeffer, 2017 citado en Madariaga, 2019; 
Gaete Quezada, 2023; Ulianova & Estenssoro, 2012)
	 Al mismo tiempo, diversos centros de investi-
gación vinculados a las universidades han contribuido 
a generar evidencia científica que orienta la toma de 
decisiones en materia climática, con el objetivo de for-
talecer la interfaz ciencia-política-sociedad (Sapiains 
Arrué et al., 2017). Entre los más relevantes se en-
cuentra el Centro de Ciencia del Clima y la Resiliencia 
(CR2), Centro de Acción Climática (PUCV), Centro 
Cambio Global UC, entre otros, que producen infor-
mación y análisis clave para comprender los impactos 
y desafíos del cambio climático en Chile. Además de 
promover la participación ciudadana a través de la cre-
ación de plataformas de aprendizaje social (Aldunce et 
al., 2016 citado en Sapiains Arrué et al., 2017). Asimis-
mo, diversas fundaciones y organizaciones no guber-
namentales contribuyen a la acción climática mediante 
la elaboración de estudios, informes y propuestas para 
la toma de decisiones, entre las que destacan Fundaci-
ón Terram, Uno Punto Cinco y ONG FIMA.

	 En relación con el sector privado, destacan los 
actores empresariales, quienes poseen una significativa 
capacidad de incidencia que no se limita a la etapa de 
formulación de políticas, sino que también se extiende 
a su implementación, ámbito en el que han demos-
trado tener un peso considerable (Maillet y Carrasco, 
2019). En materia ambiental, esto se ha traducido en 
que, pese a la oposición de movimientos sociales, los 
intereses empresariales han logrado influir en múlti-
ples casos (Márquez León, 2025; Martínez & Maillet, 
2025).
	 En los inicios de la discusión sobre políticas 
medioambientales tras el retorno a la democracia, este 
sector se posicionó mayoritariamente en contra, al per-
cibir las regulaciones como una amenaza a la inversión 
y al crecimiento económico (Tecklin et al., 2011). A 
través de asociaciones gremiales y redes de expertos, 
el empresariado articuló estrategias de incidencia en 
conjunto con actores de la coalición gobernante y mi-
nisterios sectoriales, promoviendo una visión en la que 
el crecimiento económico y la inversión ocupaban un 
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lugar prioritario, relegando el medio ambiente a un se-
gundo plano (Tecklin et al., 2011). Cuestión que hasta 
la actualidad se sigue presentando. 

	 De esta manera, los actores no estatales, como 
los movimientos sociales, centros de investigación y 
organizaciones de la sociedad civil, han contribuido a 
impulsar transformaciones en la agenda climática en 
Chile, pero los grupos empresariales han tendido a 
tensionarlas o limitar su alcance (Madariaga, 2018).

Adaptación climática en Chile

1.	 Marcos normativos y planes existentes
	 Uno de los instrumentos centrales para la 
acción por el cambio climático, es el Plan de Acción 
Nacional de Cambio Climático (PANCC). El primer 
PANCC, aprobado en 2008 y tuvo como objetivo cons-
tituirse en un instrumento articulador que permitiera 
implementar las acciones necesarias —en línea con los 
compromisos asumidos en la CMNUCC— instalando 
un modelo de gestión para abordar la problemática del 
cambio climático. 

	 En este marco, buscó minimizar sus impactos 
adversos mediante acciones integradas orientadas a 
identificar la vulnerabilidad del país y definir medidas 
de adaptación (CONAMA, 2008). Posteriormente, en 
2017, el PANCC fue actualizado, estableciendo como 
objetivo enfrentar los desafíos que los impactos del 
cambio climático plantean en el corto y mediano plazo 
en el territorio nacional (Ministerio de Medio Ambien-
te, 2017a).

	 Dentro de estos planes, se encuentra la elabora-
ción del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climá-
tico (PNACC), el cual constituye el principal instrumen-
to orientado específicamente a esta agenda. Tiene como 
objetivo fortalecer la capacidad del país para adaptarse 
al cambio climático, profundizando el conocimiento de 
sus impactos y de la vulnerabilidad nacional, al tiem-
po que promueve acciones planificadas que permitan 
minimizar los efectos negativos y aprovechar las opor-

tunidades para el desarrollo económico, social y am-
biental (Ministerio del Medio Ambiente, 2019). Entrega 
lineamientos y una estructura operativa que articula las 
acciones de los distintos sectores y niveles territoriales, 
reconociendo que la adaptación puede desarrollarse de 
manera sectorial, multisectorial, regional o transversal 
(Ministerio del Medio Ambiente, 2019). [4]

	 El primer plan fue publicado en 2014 y ac-
tualmente se encuentra en discusión el anteproyecto 
PNACC para el período 2025-2028, el cual ofrece line-
amientos actualizados para los instrumentos de gesti-
ón del cambio climático, incorporando medidas espe-
cíficas en áreas que presentan limitaciones por falta de 
información o capacidades técnicas, así como medidas 
generales y transversales destinadas a enfrentar desafí-
os comunes que afectan a múltiples sectores y a la so-
ciedad en su conjunto (Ministerio de Medio Ambiente, 
2025b).

	 Desde el nivel central, la coordinación recae 
en la Presidencia de la República y el Consejo de Mi-
nistros para la Sustentabilidad y el Cambio Climático, 
y el Ministerio del Medio Ambiente (MMA), a través 
de su División de Cambio Climático. Este nivel cuenta 
con instancias de apoyo técnico y de participación, ta-
les como el Comité Científico Asesor para el Cambio 
Climático, el Consejo Nacional para la Sustentabilidad 
y el Cambio Climático, además de diversos procesos 
participativos abiertos a la ciudadanía. Asimismo, fun-
ciona el Equipo Técnico Interministerial para el Cam-
bio Climático, que articula al MMA con otros ministe-
rios sectoriales directamente vinculados a la materia.

2.	  Políticas sectoriales de adaptación
		  En este marco, se elaboraron los Pla-
nes Sectoriales de Adaptación, los cuales complemen-
tan y operativizan el PNACC, abordando ámbitos 
estratégicos de la política climática nacional. Estos 
planes contemplan sectores clave como biodiversidad, 
recursos hídricos, infraestructura, salud, minería, ener-
gía, silvoagropecuario, pesca y acuicultura, ciudades, 
turismo, zonas costeras y transporte, los cuales han 
sido identificados como particularmente vulnerables a 
los impactos del cambio climático.
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	 Las medidas contenidas en estos planes se 
orientan por los compromisos sectoriales establecidos 
en las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacio-
nal (NDC) y en la Estrategia Climática de Largo Plazo 
(ECLP). En términos de alcance, estas medidas se for-
mulan principalmente a nivel nacional; sin embargo, 
de acuerdo con la guía para la elaboración de planes de 
adaptación al cambio climático del Ministerio del Me-
dio Ambiente, en aquellos casos en que presentan una 
dimensión territorial, deben orientar su implementaci-
ón a través de los Planes de Acción Regional (PARCC) 
y Comunal (PACCC).

	 Al examinar el contenido de estas medidas en 
cuanto a esto último, se identifican referencias recur-
rentes al fortalecimiento de la coordinación interins-
titucional y al desarrollo de capacidades tanto insti-
tucionales como territoriales. En general, los planes 
contemplan medidas de adaptación y/o mitigación en 
función de las definiciones estratégicas propias de cada 
sector, indicadas en sus instrumentos de planificación 
y desarrollo. No obstante, la forma en que ambas di-
mensiones se articulan varía entre los distintos planes.

	 En algunos casos, la integración se aborda de 
forma explícita, ya sea mediante secciones específicas 
o mediante la incorporación de análisis de mitigación 
y beneficios en cada medida. En otros, en cambio, la 
articulación entre mitigación y adaptación se presenta 
de manera implícita, sin un apartado diferenciado (Al-
dunce-Ide & Barrantes Álvarez, 2025).

	 En cuanto al financiamiento, cada ministerio 
asigna recursos para la implementación de sus respecti-
vos planes de adaptación. Estos recursos son conside-
rados parte del gasto continuo y habitual de los minis-
terios (Ministerio de Obras Públicas, 2025). Respecto 
del monitoreo de los planes, la Ley Marco de Cambio 
Climático (LMCC) establece que cada plan debe con-
templar indicadores de monitoreo, reporte y verificaci-
ón (MRV). En este marco, cada ministerio es responsa-
ble del monitoreo de su respectivo plan, mientras que 
el Ministerio del Medio Ambiente tiene la función de 
solicitar información sobre su avance e implementa-
ción, particularmente respecto de los indicadores de 

monitoreo, reporte y verificación del cumplimiento de 
las medidas contempladas en dichos planes (Moraga, 
2024).

	 No obstante, es necesario mencionar que, a 
pesar de que se han desarrollado diversos planes de 
adaptación, un análisis de su contenido permite adver-
tir ciertas limitaciones en su enfoque. Aunque estos 
instrumentos reconocen las vulnerabilidades sectoria-
les y territoriales, y tratan de incorporar un enfoque 
socioecológico, no profundizan en las dimensiones 
políticas y sociales de la vulnerabilidad en el contex-
to chileno (Marín & Gallegos, 2021), donde su imple-
mentación tiende a mantenerse anclada en una lógica 
productiva.

	 En esta línea, el trabajo de Marín & Gallegos 
(2021) visualizan lo anterior, ya que a través de un aná-
lisis del contenido del PNACC de 2014, identifican 
deficiencias en la incorporación de una perspectiva 
ecosistémica integral. Según los autores, predomina 
una visión económico-productiva en la que los acto-
res estatales, respaldados por argumentos técnicos y 
científicos, concentran el protagonismo y la toma de 
decisiones en materia de adaptación. Esto se traduce 
en una escasa inclusión de otros actores relevantes del 
territorio, particularmente de la sociedad civil, cuyo rol 
aparece limitado en el diseño e implementación de es-
tas políticas.

	 Si bien se reconoce conceptualmente la im-
portancia de una ciudadanía más informada, su par-
ticipación continúa siendo acotada. De este modo, la 
participación social resulta insuficiente para que las co-
munidades identifiquen sus propias capacidades fren-
te a fenómenos extremos y cuenten con herramientas 
concretas para enfrentar escenarios de crisis. En este 
contexto, el discurso político tiende a privilegiar opor-
tunidades económicas, reproduciendo dinámicas de 
conflicto socioambiental y desigualdades de poder a 
distintas escalas (Marín & Gallegos, 2021).

	 Adicionalmente, se observa una comprensión 
parcial y, en ocasiones, inconsistente de conceptos clave 
asociados a la adaptación. Términos como “territorio” y 
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“ecosistema” son utilizados de manera más bien super-
ficial, sin un desarrollo analítico que permita compren-
der su complejidad. De acuerdo a los autores, ciertas 
actividades —como la acuicultura— son incorporadas 
sin problematización, pese a sus posibles tensiones con 
los procesos de adaptación y con el fortalecimiento de 
la capacidad adaptativa de los territorios (Marín & Gal-
legos, 2021). 

3.	 Sociedad civil y adaptación: incidencia 
y traducción en políticas públicas

	 Al observar el rol de la participación ciudadana 
y de los movimientos sociales, tanto la Ley N° 20.500 
como la Ley Marco (N° 21.455) establecen que el Es-
tado reconoce el derecho de las personas a participar 
en la formulación de políticas, planes, programas y 
acciones (Ministerio Secretaría General de Gobierno, 
2011); así como también consagran el derecho de la 
ciudadanía a participar de manera informada en la ela-
boración, revisión y actualización de los instrumentos 
de gestión del cambio climático (Biblioteca del Con-
greso Nacional, 2022).

	 En la práctica, se han implementado diversos 
mecanismos de participación, tales como consultas 
ciudadanas, talleres y presentaciones, los cuales con-
templan instancias formales para la recepción de ob-
servaciones y sugerencias en los planes de adaptación 
(Sapiains Arrué et al., 2017). Este procedimiento cons-
tituye un intento institucional por canalizar la influen-
cia ciudadana en la toma de decisiones.

	 No obstante, dicha participación tiende a ser 
más bien simbólica o nominal, con una incidencia limi-
tada en los resultados finales. Esto se explica, en gran 
medida, porque la participación suele producirse en 
etapas avanzadas del proceso, cuando los instrumen-
tos ya se encuentran mayormente definidos, y no en 
fases tempranas de diseño (Biskupovic & Carmona, 
2025; Sapiains Arrué et al., 2017). Asimismo, los meca-
nismos implementados se concentran principalmente 
en la entrega de información y en la realización de tal-
leres o consultas públicas lo que restringe su potencial 
deliberativo (Sapiains Arrué et al., 2017).

	 En esta línea, el trabajo de Sapiains Arrué et al. 
(2017) hizo una revisión sobre la cantidad de personas 
que participaron en distintos instrumentos de política 
climática. Entre ellos, el Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (2014) consideró una consulta 
ciudadana sobre su propuesta final, en la que se reci-
bieron 111 observaciones de solo 13 personas. En el 
caso de los planes sectoriales, el plan silvoagropecuario 
registró el mayor número de aportes, con 566 observa-
ciones, con una participación de 242. 

	 Mientras que para el segundo PNACC (2017-
2022) se recibieron 385 observaciones de un total de 
70 personas (Ministerio de Medio Ambiente, 2017a). 
Más recientemente, en la consulta del anteproyecto 
del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático 
(2025–2028), se recibieron 137 observaciones (53 por 
parte de personas naturales y 84 de organizaciones), 
con una participación total de 2.041 personas (Minis-
terio de Medio Ambiente, 2024a). 

	 Estos antecedentes dan cuenta de una parti-
cipación acotada en relación con la escala de los ins-
trumentos. Lo que, al mismo tiempo, permite identi-
ficar desafíos que persisten en cuanto a participación 
e incidencia, quedando al debe el fortalecimiento de 
los contenidos, procedimientos, seguimiento y evalua-
ción de las políticas públicas, junto con promover una 
mayor articulación intersectorial en la formulación 
e implementación de políticas (Alhambra Carvajal, 
2022; Sapiains Arrué et al., 2017).

	 A pesar de estas limitaciones, han emergido 
iniciativas desde la sociedad civil que buscan fortalecer 
la gobernanza climática desde enfoques más participa-
tivos e inclusivos. Entre ellas, destaca la Sociedad Civil 
para la Acción Climática (SCAC), una plataforma que 
agrupa a más de 80 organizaciones del ámbito ambien-
tal, movimientos territoriales, colegios profesionales, 
sindicatos, organizaciones políticas y actores académi-
cos. Esta instancia tiene como objetivos generar mayor 
conciencia sobre la urgencia de la crisis climática, vi-
sibilizar alternativas de solución y cuestionar aquellas 
propuestas que no contribuyen de manera sustantiva 
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a mejorar la relación entre la sociedad y el medio am-
biente (SCAC, 2022).

	 Asimismo, la Mesa Ciudadana de Cambio Cli-
mático, impulsada en 2014 por Fundación Terram, ha 
logrado articular a diversas organizaciones no guber-
namentales a nivel nacional. Lo que refleja su capaci-
dad de articulación de la sociedad civil frente a los pro-
cesos institucionales de participación (Sapiains Arrué 
et al., 2017)

4.	 Adaptación y justicia social: desigual-
dades, vulnerabilidades y respuestas

	 En Chile la relación entre adaptación al cam-
bio climático y justicia social ha sido progresivamente 
incorporada en el diseño de políticas públicas, aunque 
de manera desigual y con importantes desafíos en su 
implementación.

	 En una primera etapa, al analizar los instru-
mentos iniciales como el Plan Nacional de Adaptación 
al Cambio Climático (PNACC I, 2012–2014), no se 
observa una referencia explícita a conceptos como jus-
ticia social o justicia climática. No obstante, estos pla-
nes sí incorporan criterios asociados a estas nociones, 
particularmente a través de la priorización de sectores 
en función de su vulnerabilidad y urgencia. Es decir, 
si bien no se conceptualiza la justicia como tal, existe 
un reconocimiento implícito de que los impactos del 
cambio climático afectan de manera diferenciada a dis-
tintos sectores y territorios.

	 Sin embargo, otros trabajos han señalado limi-
taciones en este enfoque. El informe de Aldunce & 
Vicuña (2019), sobre brechas en adaptación climática, 
identifica que la inequidad no había sido adecuada-
mente considerada en las políticas climáticas. A partir 
de talleres y encuestas, los autores destacan la necesi-
dad de incorporar de manera urgente una perspectiva 
que aborde las desigualdades socioambientales, espe-
cialmente en un contexto de creciente conflictividad 
social y territorial.

	 Asimismo, señalan obstáculos que dificultan la 
integración efectiva de la justicia social en la adaptación. 

Entre ellas, limitaciones en la arquitectura institucional, 
restricciones de recursos económicos, debilidades en 
los sistemas de gobernanza, predominio de visiones 
de corto plazo y falta de coordinación entre iniciativas, 
además de la voluntad política, la cual condiciona tanto 
la priorización de la adaptación como la posibilidad de 
avanzar hacia enfoques más integrales e inclusivos (Al-
dunce & Vicuña, 2019).

	 Un punto de inflexión relevante es la promul-
gación de la Ley Marco de Cambio Climático de Chi-
le, en la cual se incorporan explícitamente principios 
de equidad y justicia climática como orientadores de 
la acción pública. Esto marca un avance significati-
vo a nivel normativo, al reconocer formalmente que 
la adaptación debe considerar las diferencias sociales, 
territoriales y económicas en la exposición y capacidad 
de respuesta frente al cambio climático. No obstan-
te, pese a este reconocimiento institucional, la opera-
cionalización de estos principios aún se encuentra en 
construcción (Observatorio Ley de Cambio Climático 
para Chile, 2025).

	 En esta línea, la centralización del país consti-
tuye otra limitación estructural. La falta de un enfoque 
territorial robusto dificulta abordar adecuadamente las 
desigualdades socioambientales, las cuales se expresan 
de manera diferenciada a nivel local. Esto se vuelve 
especialmente crítico en el contexto de estrategias de 
desarrollo asociadas a la transición energética (como 
proyectos de hidrógeno verde), que, si bien contri-
buyen a la mitigación, pueden reproducir dinámicas 
extractivistas y generar impactos en ecosistemas frá-
giles y economías locales si no incorporan criterios de 
justicia (Flores, 2025).

	 Tomando en cuenta todo lo anterior, en Chile 
sí existe un reconocimiento creciente de la relación en-
tre adaptación climática y justicia social, especialmente 
a nivel normativo. Sin embargo, su implementación 
enfrenta importantes desafíos institucionales, políticos 
y territoriales, lo que da cuenta de una brecha significa-
tiva entre el diseño de las políticas y su materialización 
en la práctica.
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5.	 Adaptación y conflicto: narrativas de 
obstrucción y disputa

	 La política chilena ha reconocido la relevancia 
del cambio climático en la agenda pública (lo que se re-
fleja en el desarrollo de instrumentos, institucionalidad 
ambiental, además de su participación en instancias in-
ternacionales); en el último año han emergido discursos 
que tensionan este consenso. En particular, la adminis-
tración de José Antonio Kast (2026-2030), respaldada 
por partidos de derecha radical, sostiene una narrativa 
que cuestiona el lugar del cambio climático en la políti-
ca pública.  En diversas instancias se ha señalado que la 
política en el país estaría dominada por una serie de “is-
mos” (entre ellos, el feminismo, el ambientalismo y el 
animalismo), sugiriendo que estas agendas responden 
más a orientaciones ideológicas que a desafíos estructu-
rales de carácter global, como el cambio climático. Este 
tipo de discursos contribuye a relativizar la urgencia de 
la acción climática y desplaza el debate desde la evi-
dencia científica hacia el plano de la disputa ideológica 
(Castillo, 2026; El Mostrador, 2025).

	 Lo preocupante de ello es que la coexistencia 
de estas narrativas incide directamente en los procesos 
de formulación e implementación de políticas, afec-
tando tanto las prioridades gubernamentales como la 
asignación de recursos (CR2, 2023; Flores, 2025). Un 
ejemplo reciente se presentó en el Ministerio de Me-
dio Ambiente, dónde se paralizaron decretos en su tra-
mitación (entre ellas la detención del decreto sobre el 
plan sectorial de adaptación de biodiversidad) (Hervé 
et al., 2026). 

	 Si bien la administración actual no se declara 
abiertamente como negacionista, el debilitamiento de 
las políticas ambientales en torno a la adaptación se 
vincula a este tipo de discurso que, en muchos casos, 
se articula con intereses económicos (Hurtubia, 2025). 
En este sentido, la adaptación no solo se configura 
como un desafío técnico o de gestión, sino también 
como un campo de disputa política en el que distintos 
actores promueven narrativas que buscan legitimar, o 
deslegitimar, la acción climática. Por lo que se suma 
como un nuevo desafío a observar y analizar en el de-
sarrollo de las políticas medioambientales. 

Transición justa: disputas, sectores y 
políticas

1.	 Grado de institucionalización de la 
transición socioecológica justa en Chile

	 La agenda de transición justa en Chile ha avan-
zado de manera progresiva hacia una mayor institucio-
nalización en los últimos años. En 2020, se inició el 
Proceso de Elaboración de la Estrategia de Transición 
Justa en Energía, destinado a acompañar el cierre o 
la reconversión de las centrales a carbón (Martínez & 
Maillet, 2025). Esta iniciativa fue liderada por el Minis-
terio de Energía, en coordinación con los Ministerios 
de Trabajo y Previsión Social y de Medio Ambiente. La 
Estrategia busca no solo reactivar el empleo, sino tam-
bién promover inversiones en los territorios impacta-
dos, fomentando un desarrollo diversificado y basado 
en un diálogo social amplio (Álvarez et al., 2023).

	 Posteriormente, en 2022, el Ministerio de Me-
dio Ambiente creó la Oficina de Transición Socioe-
cológica Justa [5], con el objetivo de operacionalizar 
a nivel territorial el cambio de modelo de desarrollo 
impulsado por el gobierno del presidente Gabriel Bo-
ric y enfrentar de manera integral la crisis climática, 
ecológica y social. Esta oficina permitió consolidar tres 
líneas de acción principales: los territorios en transi-
ción, la transición hídrica justa y la formulación de la 
Estrategia Nacional de Transición Socioecológica Jus-
ta (ENTSEJ) (Ministerio de Medio Ambiente, 2025a).

	 Dentro de esta agenda se identifican tres líneas 
estratégicas principales. La primera corresponde a los 
territorios en transición, enfocada especialmente en las 
denominadas socialmente como     zonas de sacrificio       
(Huasco, Quintero–Puchuncaví y Coronel) [5] con el 
propósito de equilibrar desarrollo productivo, bienes-
tar de las comunidades y protección ambiental. Para 
avanzar en esta línea, se ha fortalecido la gobernan-
za local mediante los Programas para la Recuperaci-
ón Ambiental y Social (PRAS) y la creación de nuevas 
instancias de coordinación que articulan las distintas 
estrategias en territorios vulnerables frente al cierre de 
procesos productivos a carbón. Entre ellas destaca el 
Comité Interministerial de Transición Socioecológica 
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Justa y la instalación de una gobernanza específica 
para la TSEJ en Tocopilla (Ministerio de Medio Am-
biente, 2025a).

	 La segunda línea estratégica se centra en la 
Transición Hídrica Justa, orientada a promover una 
gestión sostenible del agua que considere de manera 
equilibrada las necesidades humanas, los ecosistemas y 
las actividades productivas actuales y futuras. Al igual 
que en la línea anterior, su implementación se articula 
a través de instancias intersectoriales, particularmente 
el Comité Interministerial de Transición Hídrica Justa 
(CITHJ), que impulsa Mesas Estratégicas de Recursos 
Hídricos, procesos de planificación integrada de cuen-
cas y la creación de instrumentos legales que fortale-
cen la gobernanza y el enfoque ecosistémico (Ministe-
rio de Medio Ambiente, 2025a).

	 Finalmente, la tercera línea corresponde a la 
Estrategia Nacional de Transición Socioecológica Jus-
ta (ENTSEJ), concebida como una política de Estado 
que orienta la transformación sostenible de territorios 
y sectores, integrando principios de justicia social y 
ecológica. La ENTSEJ contribuye al Pilar Social de la 
NDC de Chile y establece un marco intersectorial para 
promover el bienestar de las personas, la estabilidad 
ambiental y modelos productivos sostenibles (Ministe-
rio de Medio Ambiente, 2025a). Fue publicada el 4 de 
septiembre de 2025 (BNC, 2025)

2.	 Incidencia social y traducción en políti-
cas públicas

	 En Chile existe una traducción política par-
cial de las demandas socioambientales, especialmen-
te aquellas impulsadas por comunidades afectadas, 
organizaciones ambientales y movimientos socioe-
cológicos. Sin embargo, este proceso es heterogéneo 
y enfrenta limitaciones en términos de profundidad, 
mecanismos de participación y articulación territorial. 
De acuerdo con el informe Transición Socioecológica 
Justa: Fundamentos, avances y desafíos en Chile del 
Ministerio del Medio Ambiente y el PNUD (2025), se 
identifican cuatro dimensiones centrales que condicio-
nan esta traducción política.

	 El primero tiene relación con la articulación 
social e institucional, pues se ha identificado que, a 
pesar de la relevancia de los compromisos interna-
cionales, Chile enfrenta un escenario de pesimismo y 
desafección hacia lo público. Casi la mitad de la pobla-
ción desconfía de gobiernos locales (45,5%), de otras 
personas (45,3%) y un 77,8% del poder legislativo, de-
bilitando la expectativa de que los cambios provengan 
solo de acuerdos internacionales, élites nacionales o 
normas institucionales (Ministerio de Medio Ambien-
te & PNUD, 2025).

	 El segundo desafío es de carácter territorial 
pues se reconoce que las respuestas a la crisis climá-
tica, de contaminación y la pérdida de biodiversidad 
requieren procesos decisionales colectivos, participa-
tivos y vinculantes también en los niveles subnaciona-
les, de modo que las transformaciones socioecológicas 
se articulen de manera coherente con las realidades y 
capacidades de cada territorio. Al mismo tiempo se 
necesita una institucionalidad que articule actores, ins-
tituciones, subjetividades y discursos públicos. La cre-
ación del CITSEJ y CITHJ es un avance, pero sería 
clave replicar comités en regiones y comunas, involu-
crando gobiernos regionales y locales.

	 Como tercer punto, se encuentra la continui-
dad política donde se observa que las políticas de largo 
plazo enfrentan la tensión entre beneficios inmediatos 
y futuros, condicionados por los ciclos electorales. En 
Chile, se muestra que, a pesar de tres cambios de go-
bierno en una década, la continuidad de los programas 
de transición se mantuvo gracias a: la presencia de per-
sonal técnico instalado en oficinas regionales; gober-
nanzas multisectoriales (CRAS); y por último, finan-
ciamiento asegurado a través de glosas presupuestarias 
hasta 2023. El desafío consiste en evitar la dependencia 
de decisiones centralizadas o intereses cortoplacistas, 
fortaleciendo la visión de largo plazo (Ministerio de 
Medio Ambiente & PNUD, 2025). En esta misma lí-
nea, se encuentra el cuarto punto, sobre financiamiento 
en general, donde hasta el año 2023 se había invertido 
solo un 0,07% del PIB en acción climática.
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	 En el plano social, las percepciones sobre los 
procesos de transición socioecológica son diversas. El 
estudio de Gumucio et al. (2025) en la comuna de Co-
ronel evidencia tensiones en tres ámbitos centrales. El 
primero, en acceso a la información y participación, 
existen visiones divididas respecto a la transparencia 
del Consejo para la Recuperación Ambiental y Social 
(CRAS). Persisten dificultades para acceder a informa-
ción actualizada y comprender el avance de las medi-
das, junto con dudas sobre los criterios de selección de 
organizaciones, lo que afecta la representatividad y la 
incidencia de la sociedad civil.

	 El segundo, en materia de gobernanza, se re-
conoce una participación limitada de organizaciones 
socioambientales, debilitando la dimensión ambiental 
del proceso. No obstante, se valoran acciones espe-
cíficas -como investigaciones ecosistémicas y avances 
normativos- y se observa un compromiso genuino de 
actores locales por aportar a la implementación de las 
medidas del PRAS. Por último, en evaluación y priori-
zación, la mayoría de las personas declara desconocer 
las acciones en curso debido a la ausencia de informa-
ción accesible. Quienes sí conocen las medidas reco-
nocen su potencial, pero cuestionan que los criterios 
de priorización no responden adecuadamente a las ne-
cesidades y urgencias del territorio.

	 Por otro lado, y a pesar del beneficio que pue-
da darse a nivel ambiental (y que la misma estrategia 
apunta al empleo), persiste una preocupación signifi-
cativa en torno a los efectos laborales asociados al cier-
re de empresas en las denominadas zonas de sacrificio 
[6]. Durante el gobierno de Sebastián Piñera, esta pro-
blemática se hizo particularmente visible en territorios 
como Quintero–Puchuncaví. En este contexto, traba-
jadores portuarios de la bahía de Quintero–Ventanas 
manifestaron su preocupación ante el eventual impac-
to del cierre anticipado de centrales termoeléctricas 
(como Nueva Ventanas y Campiche) en el marco del 
Plan de Descarbonización (Peralta, 2021).

	 Si bien estas medidas fueron valoradas por sus 
beneficios ambientales en zonas altamente contamina-
das, emergieron inquietudes respecto a la ausencia de 

estrategias de mitigación laboral, especialmente en re-
lación con el reemplazo de cargas en los puertos y la 
consecuente pérdida de empleos. Dirigentes del sector 
advirtieron que las decisiones no estarían considerando 
integralmente los efectos sobre el sistema portuario ni 
sobre los trabajadores asociados, evidenciando así una 
desconexión entre la política energética y sus implican-
cias socioeconómicas territoriales (Peralta, 2021).

	 Por su parte, el caso de Ventanas permite ob-
servar con particular claridad las tensiones entre desar-
rollo, empleo y medio ambiente. La fundición Ventanas, 
originalmente impulsada por la Empresa Nacional de 
Minería, fue en sus inicios percibida por la comunidad 
como una oportunidad de progreso y movilidad social. 
Durante décadas, el empleo industrial estructuró las 
trayectorias de vida de muchas familias, consolidando 
una identidad local vinculada al trabajo en la industria. 
Sin embargo, con el tiempo, los impactos ambientales 
y sanitarios tensionaron esta narrativa de desarrollo.

	 El cierre de la fundición, por tanto, no solo 
representa una medida ambiental, sino también una 
fractura en el tejido socioeconómico local. Tal como 
evidencian testimonios de trabajadores y dirigentes 
sindicales, persiste una percepción de abandono y de 
insuficiente inversión para compatibilizar actividad 
productiva y estándares ambientales (Molina, 2023).

3.	 Transición justa y desigualdades socia-
les: vínculos y tensiones

	 El sector de energía es el ámbito donde la tran-
sición socioecológica ha avanzado con mayor intensi-
dad, tanto por su peso en las emisiones -casi la mitad 
del total de GEI en América Latina proviene del uso de 
combustibles fósiles en energía, transporte e industria 
gobierno se comprometiera a implementar medidas 
de apoyo para los empleados afectados (Koop, 2023)- 
como por los profundos impactos socioambientales 
acumulados en territorios altamente vulnerabilizados. 
En ese sentido es un sector que permite visibilizar los 
vínculos y tensiones entre transición justa y desigual-
dades sociales.
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	 Un primer elemento central es el proceso de 
retiro de centrales a carbón, iniciado con el Plan de 
Retiro y/o Reconversión de Unidades a Carbón de 
2020, un acuerdo voluntario entre el gobierno de Se-
bastián Piñera y las empresas generadoras AES Andes, 
Colbún, ENEL y ENGIE. En 2023, bajo el gobier-
no de Gabriel Boric, se impulsó un “segundo tiempo 
de la transición energética”, orientado a construir una 
hoja de ruta integral para una matriz eléctrica libre de 
carbón (Ortiz, 2024). Sin embargo, la reconversión ha 
mostrado limitaciones significativas desde la perspecti-
va de justicia social.

	 Los pasivos socioambientales de las termoeléc-
tricas -depósitos de ceniza, sistemas de enfriamiento, 
acumulación de metales pesados y contaminación his-
tórica- permanecen sin remediación. El caso de EN-
GIE en Tocopilla es ilustrativo: las unidades 12, 13, 
14 y 15 fueron cerradas entre 2019 y 2022 y quedaron 
abandonadas. Aunque se anunció la reconversión de 
parte de la infraestructura como complejo de almace-
namiento energético, no existen planes claros de repa-
ración ambiental (Ortiz, 2024).

	 Las organizaciones socioambientales han de-
mandado desde hace años que la transición no signi-
fique trasladar los costos a las comunidades mediante 
desempleo, pérdida de ingresos o degradación ambien-
tal. Reclaman una reconversión productiva sostenible 
y la responsabilidad directa de empresas y Estado en 
la remediación de pasivos (Ortiz, 2024). Casos histó-
ricos como los residuos tóxicos de Promel y Boliden 
en Arica, o episodios recientes como el cierre de la 
Fundición Ventanas de CODELCO en 2022, eviden-
cian que las transiciones productivas pueden generar 
tensiones cuando no incorporan mecanismos de jus-
ticia social. En Ventanas, el cierre -adoptado tras un 
grave episodio de intoxicación- desencadenó un paro 
de trabajadores que cuestionaron la falta de consulta y 
las medidas de apoyo insuficientes.

	 En Coronel, las expectativas de una “Mesa de 
Transición Socioecológica Justa”, anunciada en 2022, 
finalmente no se materializaron. El gobierno optó por 
mantener las instancias ya existentes (CRAS), altamente 

cuestionadas por su escasa efectividad y transparencia. 
Un estudio de Fundación Terram (2025) señala que 
la participación social es percibida como débil, poco 
representativa y con limitada incidencia real. La mitad 
de los participantes evalúa como “deficiente” o “muy 
deficiente” la influencia de las organizaciones socio-
ambientales en la toma de decisiones, mientras quienes 
abandonaron el proceso consideran que los espacios de 
diálogo carecen de legitimidad.

	 De manera similar, en Tocopilla las comunida-
des cuestionan que el proceso de transición haya ins-
talado una participación “más bien simbólica”. Líde-
res locales indican que los espacios formales han sido 
dominados por militantes partidarios o dirigentes con 
conflictos de interés, lo que refuerza la sensación de re-
victimización y desconexión con las demandas históri-
cas del territorio (Contardo, 2024; López Varas, 2025).

	 En conjunto, estos casos muestran que la tran-
sición energética en Chile avanza en términos de in-
fraestructura -retiro de centrales, nuevas capacidades 
renovables, proyectos de almacenamiento-, pero ar-
rastra importantes vacíos en materia de justicia social: 
participación insuficiente, falta de planificación antici-
pada, ausencia de estrategias de reconversión laboral 
robustas, carencia de mecanismos de reparación y per-
manencia de pasivos ambientales sin resolución.

Estudio de caso

	 A la luz de estas tensiones y, con el fin de 
analizar cómo se han desarrollado los planes e instru-
mentos en materia de transición, se examina el caso 
de Huasco y la implementación del Programa para la 
Recuperación Ambiental y Social (PRAS), consideran-
do el funcionamiento del Consejo para la Recuperaci-
ón Ambiental y Social (CRAS). Para ello, la sección se 
organiza en tres partes. En primer lugar, se presenta el 
contexto de surgimiento del programa, su diseño insti-
tucional y su funcionamiento en el territorio. 

	 En segundo lugar, se analizan los resultados, 
poniendo énfasis en las distintas visiones de los actores 
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involucrados y cerrando con las principales brechas del 
PRAS. Para la recolección de datos, se realizaron 15 
entrevistas semi-estructuradas a autoridades municipa-
les, representantes de asociaciones de la sociedad civil y 
miembros del CRAS (ver anexo 1 de perfiles). 

	 Del mismo modo, se hizo una revisión de fuen-
tes secundarias, principalmente a reglamentos e infor-
mes del Ministerio del Medio Ambiente, así como tam-
bién prensa. Todo lo anterior con el objetivo de recoger 
información desde la experiencia de los actores en el 
territorio, permitiendo contrastar lo que ocurre en la 
práctica con lo que se planifica a nivel en los programas.

1.	 Del instrumento al territorio
	 Una de las zonas que ha sido foco de la tran-
sición socioecológica, es Huasco, comuna costera de 
la Región de Atacama, cuya trayectoria de industria-
lización (marcada por puertos, la planta de pellets de 
CAP y centrales termoeléctricas) ha generado impac-
tos ambientales significativos (Cortez, 2019; Vivanco 
Font, 2022). Declarada zona latente en 2012, se imple-
mentaron instrumentos como el Plan de Prevención 
de Contaminación Atmosférica (Ministerio de Medio 
Ambiente, 2017b) y el Programa de Recuperación Am-
biental y Social (PRAS-Huasco), este último diseñado 
entre 2014 y 2018 e implementado desde 2019.

	 El PRAS se concibe como una política multisec-
torial orientada a la recuperación ambiental y la mejora 
de la calidad de vida, basada en la identificación partici-
pativa de problemáticas y soluciones (Ministerio de Me-
dio Ambiente, 2017b). Para ello, se creó el Consejo para 
la Recuperación Ambiental y Social (CRAS), instancia 
de diálogo que articula actores públicos, privados y de la 
sociedad civil. En términos de política pública, el pro-
grama funciona como una “carta de navegación” para 
alinear instrumentos e inversión hacia la recuperación 
del territorio (Ministerio de Medio Ambiente, 2017b).

	 No obstante, entre 2019 y 2023, su implemen-
tación muestra un énfasis en outputs de gestión (estu-
dios, lineamientos, monitoreo y capacitación) más que 
en intervenciones materiales de alto impacto. Si bien se 

han fortalecido capacidades locales y la alfabetización 
ambiental, persisten brechas en participación efecti-
va y una distancia entre el enfoque procedimental del 
programa y los cambios percibidos en el territorio

	 Por lo que el PRAS-Huasco se configura como 
un caso particularmente interesante de análisis del pre-
sente informe, donde si bien ha existido un proceso 
de institucionalización a través de este programa, per-
sisten controversias que cuestionan su eficiencia. Por 
tanto, a partir de este caso se evaluarán los efectos de la 
acción estatal (canalizada mediante el PRAS-Huasco) 
en la gestión del conflicto socioambiental de la comu-
na durante el período 2017–2025, permitiendo no solo 
examinar la materialización de la acción pública, sino 
también evaluar en qué medida los instrumentos de 
planificación se traducen en transformaciones efecti-
vas a nivel territorial.

2.	 Entre conflicto y transformación: im-
plementación del PRAS-Huasco

	 Una de las características centrales del PRAS 
en Huasco es su arquitectura multinivel. El Ministerio 
del Medio Ambiente (MMA) fue el encargado de su di-
seño y aprobación, mientras que la Secretaría Regional 
Ministerial del Medio Ambiente (SEREMI) de Ataca-
ma y la Municipalidad de Huasco asumen funciones de 
coordinación territorial y seguimiento de las medidas 
(Ministerio de Medio Ambiente, 2017b).

	 Para su implementación, el MMA elaboró un 
“Balance del Programa de Recuperación Ambiental y 
Social” con el fin de orientar a las nuevas autoridades, 
señalando que se trató de “un programa de elaboración 
participativa que el ministerio realizó por primera vez … ins-
talado en tres territorios con alta complejidad socioambiental” 
(E12, 2025). 

	 Con lo anterior, se observa un elemento parti-
cular: al provenir desde el nivel central, el PRAS-Huas-
co queda situado como parte de una política más am-
plia de “programas de recuperación” implementada 
en diversos territorios, cuyo diseño se origina a nivel 
central y luego se despliega en los contextos locales, 
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aparentemente con márgenes acotados para la rede-
finición de sus lineamientos desde lo territorial (Di-
rección de Presupuestos, 2019; Ministerio de Medio 
Ambiente, 2017b).

	 Esta característica no es neutra en términos 
de implementación. La dependencia del nivel central 
puede complejizar la capacidad del programa para res-
ponder de manera estratégica a problemáticas locales, 
en la medida en que las soluciones tienden a diseñarse 
desde espacios donde dichas problemáticas no se ma-
nifiestan directamente, limitando su adecuación a las 
dinámicas territoriales específicas.

	 Para su implementación, se creó el Consejo 
para la Recuperación Ambiental y Social (CRAS), cuya 
función es “coordinar, monitorear y realizar seguimien-
to de las acciones del programa” (Ministerio de Medio 
Ambiente, 2017b), constituyéndose como una instancia 
de gobernanza tripartita compuesta por 24 consejeros. 

	 No obstante, en la práctica, más que constituir-
se como un espacio de definición vinculante, el CRAS 
opera principalmente como una instancia de observaci-
ón y validación de propuestas desde una lógica de reco-
mendación: “El CRAS ha permitido mantener el diálogo […] 
se presentan estudios y antecedentes, pero sin que el consejo defina 
el desenlace de esos procesos” (E15 alcalde de Huasco,2025).

	 Esta limitada capacidad de incidencia se ob-
serva también en el análisis de sus actas, donde las 
observaciones levantadas por el consejo son remitidas 
al nivel central sin que exista garantía de su incorpo-
ración. A ello se suma una serie de limitaciones en su 
funcionamiento interno. Información solicitada al Mi-
nisterio del Medio Ambiente indica que existen actas 
aprobadas solo entre 2015 y 2019, mientras que en 
períodos posteriores las sesiones no lograron concre-
tarse debido a la falta de quórum (Ministerio de Medio 
Ambiente, comunicación personal, 2025).

	 Lo que resulta particularmente crítico, ya que 
evidencia que la funcionalidad del CRAS no se ha de-
sarrollado conforme a lo previsto en su diseño origi-
nal. Esta debilidad se puede explicar por dos factores 
principales. En primer lugar, por el limitado vínculo 

con la comunidad y el escaso levantamiento de infor-
mación territorial:

“…es poca la participación comunitaria porque el CRAS tiene 
poco levantamiento de información hacia la comunidad; si tú 
haces un sondaje en Huasco, ¿quién conoce el CRAS? te lo doy 
por firmado que son como veinte personas… de poder hacer un 
trabajo realmente comunitario, no existe” (E2, 2025).

	 En segundo lugar, por una percepción exten-
dida de baja eficacia y falta de resultados concretos: 
“Bueno, para la organización civil, para el ciudadano común, 
ellos tienen esa percepción de que esta es una pérdida de tiempo, 
que no ven cómo las reuniones se han materializado […] sino 
que estamos ahí perdiendo el tiempo” (E9, 2025).

	 En este contexto, la falta de quórum aparece 
estrechamente vinculada a un proceso de desencanto. 
Si la comunidad percibe que las instancias participati-
vas no se traducen en mejoras tangibles, la motivación 
para asistir disminuye, lo que impacta directamente en 
la capacidad del CRAS para sostener su funcionamien-
to. Esta percepción se refuerza al pensar que el progra-
ma habría operado más como un requisito formal que 
como una herramienta efectiva de transformación: “ese 
programa fue como para hacer el proceso que se tenía que hacer, 
para llenar un check” (E7 consejera de COSOC, 2025).

	 Al observar el rol de la autoridad comunal 
(quien preside el consejo), se refuerza esta caracteriza-
ción. El exalcalde de Huasco señala haber encabezado 
la instancia en un momento de alta conflictividad, en el 
que el PRAS-Huasco y el CRAS servían como marco 
político para resistir nuevos proyectos contaminantes: 
“Si nosotros tenemos un plan de recuperación ambiental, tene-
mos un consejo de recuperación ambiental, hace inviable que estén 
generando proyectos que vayan en contra de (…) lo que estamos 
tratando de resolver” (E10 Exalcalde de Huasco, 2025).

	 Desde su perspectiva, la existencia institucional 
del PRAS-Huasco y del CRAS entrega un argumento 
político y simbólico relevante para la defensa del ter-
ritorio frente a decisiones sectoriales. No obstante, al 
observar el período posterior a su alcaldía, señala que se 
alejó del detalle del funcionamiento del consejo y que, 
como delegado presidencial, prefirió no interferir en la 
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conducción de la nueva administración. Esto da cuenta 
de una pérdida de centralidad del CRAS en su coordina-
ción, así como de dificultades para sostener su institu-
cionalidad más allá de determinados ciclos políticos.

	 En términos de coordinación intersectorial, 
algunos actores destacan que el CRAS ha facilitado 
la articulación entre servicios públicos y la respuesta 
a demandas específicas de la comunidad, configurán-
dose como un “lugar de encuentro” entre actores di-
versos. [7] Sin embargo, esta valoración convive con 
percepciones más críticas que cuestionan el impacto 
concreto de estos espacios, sugiriendo que las dinámi-
cas de coordinación no necesariamente se traducen en 
transformaciones sustantivas. 

	 Incluso se observa una tendencia hacia la ges-
tión del conflicto socioambiental más que hacia la ge-
neración de transformaciones estructurales en la zona 
de sacrificio. Esto se relaciona con la manera en que 
el Estado canaliza y reconoce las problemáticas de la 
comunidad, pero sin alterar las bases productivas:

“Yo siento que el CRAS realmente lo que hace es como limpiar 
la imagen de la empresa para que siga contaminando …lleva 
más de «ochocientos años» y pusieron hace poco un relave en seco 
a tres kilómetros de la comunidad” (E2 representante de 
pequeños agricultores, 2025).

Lo anterior se vincula con la aprobación de proyectos 
altamente controversiales, como el depósito de relaves 
filtrados en tierra [8] –operado por la Compañía Mine-
ra del Pacífico (CMP) –lo que refuerza la idea de que 
el consejo no ha alterado el equilibrio de poder entre 
comunidad, Estado y empresas, sino que ha contribui-
do a “limpiar la imagen” de estas últimas: “Se suponía 
que era un programa de recuperación ambiental y social de la 
comuna del Huasco, pero al final fue como para perjudicar más 
a la comuna…con el famoso plan de latencia se manipuló la 
información” (E8 representante de SOS Huasco, 2025).

	 A esto se suma la percepción de que el pro-
grama no ha tenido un impacto real en la comunidad, 
generando desgaste y decepción:

“Para el ciudadano común muchas veces hemos escuchado que 
esta es una pérdida de tiempo, que ellos no ven cómo la mejora o 
las reuniones que se han realizado; para ellos no es algo que se 
ha ido mejorando, sino que como que estamos ahí perdiendo el 
tiempo” (E9 consejera del CRAS, 2025).

	 De esta manera, el CRAS aparece, en la prác-
tica, como un espacio orientado al diálogo y al le-
vantamiento de información, pero con capacidades 
limitadas para incidir en decisiones sustantivas, espe-
cialmente en materias productivas y regulatorias. Esta 
limitación se ve agravada por la discontinuidad de sus 
sesiones, lo que, al mismo tiempo, afecta la percepción 
de las comunidades en cuanto a su efectividad, tensio-
nando así su rol como mecanismo de gobernanza.

	 Desde la teoría de la participación y de la 
gobernanza territorial, este patrón sitúa al CRAS en 
una posición especialmente frágil dentro de los dispo-
sitivos participativos de baja incidencia (Biskupovic & 
Stamm, 2021; Bustos Gallardo et al., 2019). No solo se 
mantiene en rangos intermedios de información, con-
sulta y apaciguamiento, sino que su propia continuidad 
institucional se ve comprometida por la desafección de 
los consejeros y la dificultad para asegurar quórum de 
funcionamiento. A ello se suma que no todos los acto-
res que debieran formar parte de esta instancia —parti-
cularmente representantes de la sociedad civil— se en-
cuentran efectivamente integrados en las discusiones.

	 Sin embargo, por parte de representantes mu-
nicipales, se señala todo lo contrario: “Yo creo que el 
PRAS sirvió […]para avanzar, transforma… son cosas que 
sin un programa tan potente como el PRAS jamás hubieran 
sido reales” (E3 consejero de Huasco, 2025) y “Mira en 
general son instancias que son vinculada y a veces cuando se 
logra un acuerdo, yo creo que han sido más vinculantes de lo 
que sería…” (E15 autoridad municipal, 2025)”, pero, a 
pesar de las percepciones positivas, si reconocen que 
hay lentitud en cuanto a la toma de decisiones reso-
lutivas y que todavía falta fortalecer las competencias 
técnicas de las comunidades y de traducir los acuerdos 
en cambios materiales. Sus testimonios muestran que 
desde el nivel político-local se valora el PRAS-Huasco 
como un “piso” de coordinación, aunque insuficiente 
para desactivar la condición de sacrificio.
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3.	 Brechas entre diseño del PRAS – Huas-
co y sus impactos

	 Tomando en cuenta lo anterior, es posible iden-
tificar varios elementos relevantes. En primer lugar, se 
observan percepciones divergentes entre la sociedad ci-
vil y los representantes municipales. Por un lado, desde 
la sociedad civil se evidencia una limitada circulación de 
información: se desconocen las discusiones desarrolla-
das en el CRAS y, en ese contexto, este espacio tiende a 
ser percibido como poco efectivo, en la medida en que 
no se traduciría en cambios estructurales.

	 Por otro lado, desde los representantes mu-
nicipales predomina una evaluación más positiva del 
proceso de diseño del PRAS, destacando el carácter 
vinculante de las reuniones y la disponibilidad de in-
formación para atender inquietudes, aunque se reco-
noce la lentitud en su implementación.

	 Estas diferencias de percepción en torno a un 
mismo conflicto dificultan la convergencia hacia una vi-
sión compartida. A su vez, la limitada capacidad resolu-
tiva del CRAS profundiza estas tensiones, afectando la 
cohesión entre sus integrantes y la comunidad, así como 
la continuidad del trabajo. A ello se suma su acotada ca-
pacidad para impulsar transformaciones estructurales.

	 Por lo tanto, el PRAS-Huasco lo que ha hecho 
es reconfigurar la forma en la que se gestiona el con-
flicto, más no alterar el fondo: quién decide, quién se 
beneficia y quién sigue cargando con los riesgos. En 
esa tensión entre reconocimiento discursivo y conti-
nuidad material se ancla la idea de que el programa 
funciona como un mecanismo de captura simbólica 
y de administración de la zona de sacrificio, más que 
como una política de superación de esa condición.

	 Al mismo tiempo, se identifican brechas entre 
el diseño y los impactos del PRAS–Huasco. Como pri-
mer punto, está su estructura institucional, que, a pesar 
de que desde el CRAS se incluye la participación de 
una diversidad de actores, este consejo tiene un carác-
ter consultivo y no vinculante, sin capacidad de incidir 
directamente en permisos ambientales o decisiones 
productivas (MMA, 2017). Su capacidad está limitada 

a recomendar, monitorear y “acompañar” la ejecución 
de medidas acordadas entre servicios y empresas (Mi-
nisterio de Medio Ambiente, 2017b, 2019).

	 Desde la teoría de la participación y de la gober-
nanza territorial, este tipo de dispositivos se aproxima 
a los arreglos participativos de baja incidencia (Bustos 
Gallardo et al., 2019; Biskupovic & Stamm, 2021), es 
decir, mecanismos que van más allá de la mera infor-
mación y abren espacios de deliberación, pero sin tra-
ducirse necesariamente en control ciudadano efectivo 
sobre decisiones estratégicas.

	 Las entrevistas refuerzan esta limitación, mien-
tras que actores comunitarios lo perciben como sim-
bólico (E1 y E8), autoridades (E11 y E14) reconocen 
que, pese a generar acuerdos, no puede revertir deci-
siones estructurales. Advirtiendo que, pese a la amplia 
coordinación y participación, esta se realiza dentro de 
un marco que preserva la centralidad de los sectores 
productivos y de la normativa sectorial preexistente.

	 El segundo punto guarda relación con el punto 
anterior, dado que el PRAS opera dentro de un régimen 
extractivo que no ha sido transformado. Como señalan 
Maillet & Carrasco, (2021), la institucionalidad ambien-
tal en Chile se ha fortalecido a nivel de coordinación, 
pero sin alterar el modelo de desarrollo basado en la 
explotación de recursos naturales. En este contexto, el 
PRAS actúa como una capa adicional del subsistema 
ambiental, lo que quiere decir que, ordena información 
y promueve participación, pero por sobre la matriz por-
tuario-industrial que sigue organizando el territorio de 
Huasco. Así, más que un problema de implementación, 
la brecha responde a límites estructurales del modelo.

	 Como tercer punto, se identifica la debilidad 
de las capacidades estatales. Al analizar las evaluacio-
nes realizadas por la Dirección de Presupuesto (DI-
PRES), se evidencian problemas de indicadores, falta 
de líneas base y dependencia de coordinaciones volun-
tarias y asignaciones presupuestarias anuales. Lo que a 
nivel local se traduce en municipios con recursos limi-
tados que deben asumir nuevas funciones ambientales, 
lo que restringe la implementación efectiva del progra-
ma, como lo ha sido Huasco. 



Cadernos OIMC | nº 25/2026 20

Antoine Maillet, Cecilia Osorio, Maria Gabriela Márquez y Lizbeth Araya 
Las relaciones Sur-Sur y la COP 30: Adaptación climática y transición justa en Chile

	 Por último, como cuarto punto, se identifican 
dos déficits relevantes: por un lado, la escasa comu-
nicación hacia la comunidad y, por otro, un desfase 
temporal entre el daño acumulado y los procesos de 
reparación. El bajo conocimiento ciudadano del PRAS 
afecta su legitimidad y limita su apropiación social, en 
la medida en que los avances técnicos no se traducen 
en mejoras perceptibles para la población. Esta bre-
cha se ve profundizada por la diferencia entre décadas 
de acumulación de daño ambiental y un programa que 
opera en un horizonte acotado, lo que restringe su ca-
pacidad de incidir en dimensiones como la salud, el 
tejido social y la reconstrucción de la confianza.

Conclusiones 

	 Como se ha observado a lo largo del informe, 
Chile cuenta con un amplio entramado de acuerdos 
internacionales, instrumentos de política climática y 
programas orientados a la adaptación y a la transición 
socioecológica, particularmente en territorios afecta-
dos por impactos ambientales significativos. No obs-
tante, estos avances conviven con limitaciones relevan-
tes tanto en su diseño como en su implementación.

	 En el plano del diseño, se identifica una fal-
ta de incorporación de la ciudadanía en los procesos, 
pues su participación es concebida al final de la re-
dacción de los proyectos, donde este ya se encuentra 
redactado y solo se reciben observaciones por parte de 
la ciudadanía. En cuanto a la implementación, persis-
ten restricciones asociadas a las capacidades del apara-
to estatal, especialmente a nivel subnacional, así como 
tensiones derivadas de la coexistencia con sectores 
productivos estratégicos, que inciden en la forma en 
que estos instrumentos se despliegan en los territorios. 

	 Es en esta intersección donde se revela que la 
debilidad de la capacidad institucional subnacional y el 
límite estructural del modelo económico no están aisla-
dos, sino que son dinámicas que se condicionan y per-
petúan mutuamente. Por un lado, el límite estructural 
—caracterizado por una gobernanza centralizada y un 
régimen que prioriza la actividad de los sectores estra-
tégicos por sobre la protección ambiental— restringe 

el desarrollo de capacidades locales; esto ocurre al dele-
gar nuevas responsabilidades de planificación climática 
sin traspasarles el poder real de decisión. Por otro lado, 
la consecuente falta de recursos técnicos a nivel local 
termina por legitimar la vigencia de este límite centrali-
zado, pues el sistema utiliza las brechas de gestión terri-
torial para justificar la retención del poder decisional en 
el nivel central.

	 Este último punto se evidencia con claridad en 
el caso de Huasco, comuna en la que el desarrollo his-
tórico de actividades industriales ha generado impactos 
acumulativos sobre la población y el territorio, al punto 
de ser catalogada como zona de sacrificio. En este con-
texto, los esfuerzos por avanzar hacia una transición 
orientada a la recuperación territorial no han logrado 
el impacto esperado. Si bien se han generado instan-
cias que buscan descentralizar la toma de decisiones, en 
la práctica estas continúan concentrándose en el nivel 
central, como se observa en el CRAS, que ha operado 
principalmente como un espacio de consulta, más que 
como una instancia con capacidad decisoria efectiva.

	 A partir de este caso y complementando los 
antecedentes a nivel nacional, se observa la compleja 
relación entre adaptación y transición socioecológica 
justa. A nivel normativo, ambos enfoques aparecen 
estrechamente vinculados, particularmente a partir de 
lo establecido en la Ley Marco de Cambio Climáti-
co en materias de mitigación, adaptación y transición 
energética. Sin embargo, en la práctica, esta articulaci-
ón tiende a ser limitada, en la medida en que la planifi-
cación y la implementación de las políticas no siempre 
logran integrar de manera efectiva consideraciones de 
justicia social, ni traducirse en transformaciones sus-
tantivas en los territorios.

Recomendaciones 

	 Por lo anterior, se recomienda que, en el di-
seño de los instrumentos, los tomadores de decisi-
ón incorporen instancias de participación ciudadana 
desde etapas tempranas del proceso de elaboración. 
Como se ha señalado a lo largo del informe, si bien 
existen mecanismos de consulta y participación, estos 
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tienden a concentrarse hacia las etapas finales del pro-
ceso, cuando el instrumento ya ha sido elaborado y 
los principales contenidos y alternativas de acción han 
sido definidos.

	 En este sentido, se propone complementar las 
instancias de consulta existentes con procesos partici-
pativos previos a la elaboración del documento, en los 
que el organismo responsable pueda presentar y dis-
cutir con los actores involucrados los principales pro-
blemas y antecedentes que dan origen al instrumento. 
Esto permitiría que actores como organizaciones de la 
sociedad civil, juntas de vecinos, sector privado y otras 
organizaciones territoriales no participen únicamente 
en la formulación de observaciones sobre una pro-
puesta ya definida, sino también en la construcción del 
diagnóstico y en la identificación de las problemáticas 
que el instrumento deberá abordar. De este modo, la 
participación podría adquirir una mayor capacidad de 
incidencia, al involucrar a los actores desde la definici-
ón del problema y no únicamente en la discusión de so-
luciones previamente diseñadas desde el nivel central.

	 En cuanto a la implementación, se recomienda 
fortalecer la capacidad de incidencia efectiva del CRAS 
sobre las decisiones que se adopten durante el desar-
rollo del PRAS. Como se ha evidenciado en el caso 
de Huasco, la existencia de instancias de participación, 
seguimiento y diálogo no garantiza por sí misma que 
los actores territoriales puedan incidir en las decisiones 
que afectan el futuro del territorio.

	 Por ello, si bien el CRAS puede mantener su 
carácter deliberativo y de seguimiento respecto del 
avance de la transición socioecológica justa, incluyen-
do materias como el cierre de centrales termoeléctri-
cas, la gestión de residuos y pasivos ambientales y el 
cumplimiento de las medidas comprometidas, debie-
sen establecerse mecanismos formales que permitan 
que sus acuerdos y observaciones tengan consecuen-
cias en la toma de decisiones cuando el seguimiento 
identifique incumplimientos, nuevos impactos o la ne-
cesidad de adoptar medidas adicionales.

	 Esto no supone reemplazar las competencias 
de los organismos del nivel central ni trasladar íntegra-
mente la toma de decisiones al territorio. Por el contra-
rio, se propone fortalecer la articulación entre el nivel 
central y territorial, de manera que las decisiones adop-
tadas por los organismos competentes incorporen 
formalmente los acuerdos y antecedentes producidos 
en el CRAS, y que exista una respuesta institucional 
frente a las situaciones identificadas por esta instancia. 
De esta manera, la descentralización no se limitaría a 
trasladar espacios de diálogo al territorio, sino que per-
mitiría que estos espacios tengan una incidencia sobre 
las decisiones de política pública. 
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ambiente, trabajos o activos económicos (ONG FIMA, 2023, p.2).

[6]	 El ordenamiento chileno no reconoce la categoría “zona 
de sacrificio”, estas son denominadas como zonas latentes y sa-
turadas definidas por normas de calidad ambiental: será latente 
cuando las concentraciones “se encuentren en niveles tales que 
exista riesgo de que se sobrepasen” los valores de la norma; será 
saturada cuando se sobrepasen dichos valores (Ley 19.300, art. 43).

[7]	 Sociedad civil (10 integrantes, que incluyen dirigentes de 
juntas de vecinos locales y agrupaciones sociales), servicios públi-
cos y autoridades (8 integrantes, secretarías regionales de Salud 
y Medio Ambiente, Alcalde de Huasco y equipo técnico guber-
namental), sector productivo local (4 integrantes, representantes 
de actividades económicas tradicionales de la zona como lo son 
los sectores artesanales, agrícola y pesquero), sector empresarial/
industrial (2 integrantes, siendo estos las principales industrias 
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[8]	  Proyecto de disposición de relaves, aprobado por el Ser-
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